COMUNIDADES INDIGENAS - Se les debió consultar los puntos de u interés en el proyecto de la Ley Forestal / PROYECTOS DE LEY - Las comunidades indígenas deben participar en su discusión y desarrollo de su articulado cuando existen aspectos trascendentales de su interés / CONSULTA PREVIA EN LAS COMUNIDADES INDIGENAS - Con ella se les permite a sus representantes que estudien previamente las ventajas y desventajas de la aprobación de los proyectos de ley / TRAMITE DE PROYECTOS DE LEY - Los defectos que pueden llegar a tener tiene su control mediante objeciones presidenciales y acción de inconstitucionalidad

Considera la Sala de lo anterior y de la lectura de la totalidad del proyecto de ley que existen aspectos trascendentales que involucran los intereses de las comunidades indígenas, por lo que a ellas como posibles afectadas debió consultárseles tales puntos para tener la posibilidad de participar en la discusión y desarrollo del articulado de los proyectos de ley, así como en la forma como cada uno se ejecutaría. Con el proceso de consulta se les permite a los representantes de cada una de las asociaciones indígenas que estudien previamente las ventajas y desventajas que su aprobación implicará frente a sus derechos y una vez establecidas poder exponerlas a los ponentes del proyecto, así como las dudas y preguntas que surjan, en aras de defender sus intereses. De lo expuesto, es claro para la Sala que actualmente se tramita un proyecto de ley, en el que se deben respetar las reglas del trámite legislativo, dentro del cual existen los debates que deben dejar claro los aspectos debatidos que sean parte de la aceptación o inconformidad que manifiestan los representantes del pueblo (senadores y representantes). Los defectos que llegue a tener dicho trámite, tiene su propio control, el cual se ejerce con las objeciones presidenciales (arts. 165 a 167 de la C.P.) o con el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad (art. 242 de la C.P.) por parte de cualquier ciudadano para que la Corte Constitucional revise su constitucionalidad. Por lo demás dicho proyecto no ha sido aprobado. Así las cosas, existen otros medios de defensa judicial lo que hace improcedente la acción instaurada de conformidad con el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. Por las razones expuestas, se revocará el fallo impugnado y en su lugar, se rechazará por improcedente la acción de tutela instaurada.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 165 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 166 / CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 167 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 242

COMUNIDADES INDIGENAS - El Estado tiene el deber de garantizar la conservación de sus costumbres, creencias e instituciones propias / EXPLOTACION DE RECURSOS NATURALES EN TERRITORIOS INDIGENAS - Debe realizarse si n afectar la integridad cultural, social y económica de sus comunidades / DERECHO A LA PARTICIPACION DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS - Se concreta a la consulta previa en los proyectos de ley / LEY FORESTAL - Debái procederse a una consulta previa entre indígenas antes que se radicaran los proyectos de ley

Así mismo, la Constitución Nacional en sus artículos 7, 70, 72, 329 y 330 imprime un especial respeto a la diversidad étnica y cultural de los pueblos indígenas del país colombiano y concretamente el parágrafo del artículo 330 señala que la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe realizarse sin afectar la integridad cultural, social y económica de dichas comunidades y para tomar decisiones al respecto, debe promoverse por parte del Gobierno la participación de los representantes de las mismas. El Estado colombiano, teniendo en cuenta la normatividad existente, tiene el deber de garantizar la conservación de las costumbres, creencias e instituciones propias de los indígenas quienes por tratarse de un grupo minoritario con identidad cultural diferente merece especial protección y una de las formas para lograr tal fin es consultarles previamente cualquier decisión que tomen las autoridades nacionales, departamentales o municipales respecto de la cual puedan verse comprometidos sus intereses. La Corte Constitucional en su variada jurisprudencia ha considerado como fundamental el derecho a la participación de las comunidades indígenas que se concreta en la consulta previa, fundamental también, pues es el medio para lograr la preservación de su integridad étnica, social, cultural y económica. Así que corresponde a la Sala hacer un estudio frente a ese derecho para determinar si en efecto se vulneró al no iniciarse el proceso de consulta antes de que se radicaran los proyectos de ley Nos. 25 y 80 de 2004, por los cuales se adopta la Ley General Forestal.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 7 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 70 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 72 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 329 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 330

CONSEJO DE ESTADO
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SECCION CUARTA

Consejero ponente: JUAN ANGEL PALACIO HINCAPIE

Bogotá, D.C., trece (13) de diciembre de dos mil cinco (2005)

Radicación número: 25000-23-25-000-2005-01764-01(AC)

Actor: ASOCIACION DE AUTORIDADES TRADICIONALES DEL CONSEJO REGIONAL INDIGENA DEL MEDIO AMAZONAS

Demandado: CONGRESO DE LA REPUBLICA Y OTROS

Referencia: Asuntos Constitucionales Acción de Tutela

Decide la Sala la impugnación presentada por la ASOCIACIÓN DE AUTORIDADES TRADICIONALES DEL CONSEJO REGIONAL INDÍGENA DEL MEDIO AMAZONAS-CRIMA contra la providencia de 4 de octubre de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda- Subsección C, mediante la cual se negó el amparo solicitado.

ANTECEDENTES

La Asociación de Autoridades Tradicionales del Consejo Regional Indígena del Medio Amazonas –CRIMA por intermedio de los señores JOSE DANIEL SUAREZ, FAUSTINO FIAGAMA HERNÁNDEZ y HERNANDO CASTRO SUAREZ en su calidad de Presidente, Coordinador de Recursos Naturales y Coordinador de Salud respectivamente interpuso acción de tutela contra el Congreso de la República, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, por considerar que con su actuar amenazan los derechos fundamentales de los pueblos indígenas, como el de la consulta previa y al territorio.

Indicaron como hechos que dieron origen a la presente acción los siguientes:

El 22 de julio de 2004 los Ministerios de Agricultura y Desarrollo Rural y de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, radicaron ante la Secretaría General del Senado de la República proyecto de ley No. 25 de 2004, por el cual se expide la Ley General Forestal. 

Aseguraron que dicho proyecto no fue el resultado de un proceso de consulta adelantado previamente con los pueblos indígenas, pues para el tema concreto, la consulta es obligatoria teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

· El Estado ha reconocido el derecho a la propiedad colectiva de sus territorios a los pueblos indígenas como fundamental.

· Los territorios indígenas en su mayoría habitan entre los bosques naturales.

· Los pueblos indígenas derivan su subsistencia física y espiritual de la relación cultural que mantienen con los bosques.

Por su parte, los representantes a la cámara, doctores ZULEMA JATTIN CORRALES y ARMANDO AMAYA ALVAREZ el 18 de agosto de 2004 radicaron también ante la Secretaría General del Senado proyecto de ley No. 80 de 2004, por el cual se adopta la política forestal, se dictan normas sobre la organización institucional del sector forestal y se crea el Fondo Forestal Nacional.

La Comisión V Constitucional Permanente del Senado de la República acumuló los proyectos de ley No. 25 y 80 de 2004 y aprobó en primer debate un texto unificado en el que resaltan algunos aspectos que afectan a la población indígena, como la inclusión de los territorios indígenas y de las áreas naturales en el nuevo régimen forestal, la cláusula de sujeción institucional y el derecho al vuelo forestal.

Consideran amenazados los derechos de la población indígena, toda vez que el gobierno tenía la obligación de llevar a cabo una consulta previa  a radicar el proyecto de ley y al no hacerlo contrarió la Constitución Nacional y el literal a) del numeral 1° del artículo 6 del Convenio 169 de la OIT incorporado a la legislación colombiana mediante la Ley 21 de 1991.

El Gobierno con esa omisión asume la potestad de determinar unilateralmente el carácter positivo o negativo de la afectación que conlleva la medida legislativa que se prevé, transgrediendo además el principio constitucional de diversidad cultural, que implica reconocer la existencia en el territorio nacional de comunidades con formas de organización social, económica, espiritual y territorial  diferentes, por lo que son las que tienen la capacidad real para evaluar previamente el carácter y el grado de afectación que les puede causar una decisión legislativa, derecho fundamental que se reafirma con lo indicado por el artículo 7 numeral 1° del Convenio 169 de la OIT.

Igualmente se desconoce el proceso de ordenamiento territorial que han adelantado los pueblos indígenas desde la Constitución de 1991, quienes han conformado Asociaciones de Autoridades Indígenas.

Así las cosas, consideran conculcados sus derechos fundamentales a la consulta previa y al territorio, lo que fundamentan en jurisprudencia de la Corte Constitucional.

Afirman que el concepto de vuelo forestal y de bosque natural dado en el texto unificado que estudia la Comisión V del Senado es contrario a la concepción territorial indígena, dado que su aplicación implicaría la fragmentación de la territorialidad indígena, despojándola de los atributos otorgados por la Constitución como son la inalienabilidad, la imprescriptibilidad y la inembargabilidad. Desconoce también la unidad indisoluble entre el suelo, la flora, la fauna, los seres humanos y la relación espiritual de todos con el territorio  que consagra el Convenio 169 de la OIT en el artículo 13. El proyecto trae consigo una regulación homogénea de situaciones diversas, desatendiendo el mandato constitucional de igualdad material, a partir de la diversidad cultural. 

Señalaron también que la posibilidad de excluir ciertas partes del territorio de los programas de reforma agraria significaría en la práctica la negociación de su derecho fundamental al territorio en aquellas porciones de los territorios indígenas ubicados en las áreas forestales en desarrollo,  las cuales aún no han sido reconocidas como resguardos o que están pendiente de saneamiento.

De otro lado, estiman que las normas propuestas afectan directamente a los pueblos indígenas en su derecho fundamental a gobernarse por sus propias autoridades y conforme a sus costumbres, pues lo que prevén es “el uniforme sometimiento de todas las autoridades públicas del país a las normas, estrategias y políticas comprendidas en el Régimen Nacional Forestal”, en armonía con la posibilidad de suscribir “contratos con cláusula de mutuo acuerdo de sujeción a la autoridad del Estado”.

Finalmente manifiestan que se amenaza el derecho fundamental a la supervivencia cultural de los pueblos indígenas como grupos diferenciados y portadores de una identidad, valores espirituales, formas de gobierno, sistemas normativos propios que los diferencian de otros grupos sociales.

Con fundamento en lo anterior solicitan el amparo de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas y en consecuencia que se ordene:

“Primero: Al Congreso de la República disponer la cesación del trámite legislativo del Proyecto de Ley No. 264-C-2004, 025 S-04 acumulado con el Proyecto de Ley No. 023-84.080 S-01 y su archivo, en la medida en que involucre los derechos fundamentales de los Pueblos Indígenas.

Segundo: Al Gobierno Nacional abstenerse de adelantar cualquier iniciativa legislativa o reglamentaria que  involucre los derechos fundamentales de los Pueblos Indígenas hasta tanto haya establecido los mecanismos y llevado a la práctica las consultas previas que sean necesarias con las Autoridades Indígenas, sus Asociaciones de Autoridades, constituidas y registradas de conformidad con el decreto 1088 de 1993, o sus organizaciones representativas en la medida que estas han ido definiendo el ámbito territorial para el ejercicio del autogobierno y la jurisdicción indígena”.

Una vez avocado el conocimiento por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se ordenó notificar a las entidades accionadas.

LA OPOSICIÓN

Las entidades accionadas en sus escritos de contestación expusieron:

· El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural respecto de los hechos manifestó lo siguiente:

De conformidad con lo ordenado por la Ley 21 de 1991, la consulta previa procede cuando se afectan los derechos de las comunidades indígenas y afrocolombianas, circunstancia que no se presenta en el trámite del proyecto de ley, por el cual se expide la Ley General Forestal.

El articulado del proyecto ha procurado el respeto y la protección de los derechos de las comunidades indígenas y afrocolombianas, en garantía de la pluralidad étnica y multicultural del país.

Indicó que el artículo 20 del proyecto de ley contempla la consulta previa cuando se pretenda hacer algún aprovechamiento de los recursos de los resguardos indígenas.

Considera que se reconoce la autonomía y libertad de las comunidades indígenas en virtud de los principios constitucionales que garantizan su identidad cultural, para la libre toma de decisiones frente a las actividades forestales que se inician en sus territorios. Esto,  a través no sólo de la consulta previa para la reglamentación  de los artículos que puedan impactar en forma indirecta e indirecta sus comunidades, sino que garantiza la reglamentación de los capítulos IV y VII de la Ley 70 de 1993 y su correspondiente concepto en la Ley 21 de 1991. 

Aseguró que el gobierno realizó un amplio proceso de divulgación, concertación y debate a nivel nacional y regional en distintos escenarios, convocados por el Gobierno Nacional, por el Congreso de la República y la Sociedad Civil. Como consecuencia de ello el proyecto de ley 264 de 2004 se ha enriquecido con los aportes de los asistentes a los foros y reuniones y además para el debate que se hará en la plenaria de la Cámara de Representantes, se presentarán varias propuestas modificatorias al texto del proyecto, las cuales recopilan las observaciones hechas por las comunidades indígenas.

Entre las observaciones se encuentra la protección al territorio indígena y el vuelo forestal y teniendo en cuenta tal aspecto sostuvo que se modificará el proyecto de ley que se presentará ante la plenaria de la Cámara de Representantes para el cuarto debate, en el sentido de que a los bosques en tierras de comunidades indígenas no se les aplicará el concepto de vuelo forestal, ello con el fin de respetar el derecho constitucional de las tierras de resguardos indígenas que son inalienables, imprescriptibles e inembargables. En ese sentido aclaró que la figura de vuelo forestal es aplicable únicamente para las plantaciones forestales, excluyendo a los bosques en tierras de comunidades indígenas y afrocolombianas. 

Indicó que la intención del gobierno al aplicar esa figura es facilitar a las comunidades e inversionistas del sector la posibilidad de acceder a recursos financieros a través de créditos, titularización o venta anticipada de cosecha, para el desarrollo de su actividad productiva. Así mismo, indicó que del texto del artículo 37 del proyecto de ley se prevé la modificación de este artículo, en el sentido de eliminar lo concerniente a los planes de ordenación y manejo sostenible, con lo cual se excluye el bosque natural y las comunidades indígenas no se verán afectadas.

Frente a los contratos con cláusula de mutuo acuerdo de sujeción a autoridades del Estado indicó lo siguiente:

Para las comunidades negras la Ley 70 de 1993 estableció en el artículo 24 la posibilidad de asociarse con personas públicas o privadas para el aprovechamiento, procesamiento y comercialización de productos que se obtengan de las concesiones forestales. En el proyecto de ley lo que se pretende es consolidar este derecho en cabeza de las comunidades afrocolombianas para mejorar sus procesos productivos en el aprovechamiento de sus recursos forestales y que se amplíe para beneficiar a las comunidades indígenas.

De todas formas, de la lectura del artículo 17 del proyecto de ley se advierte que la celebración de los contratos es voluntario para las comunidades indígenas. Sin embargo, para garantizar la autonomía de las comunidades indígenas  se excluirá del texto de ese artículo 17 a tal población.

En cuanto a las garantías de inversión, el artículo 35 del proyecto de ley  propone unas garantías a las inversiones en la cadena forestal en la cual el Estado no modificará los contratos celebrados o que se celebren por el término hasta de 20 años, no afecta a las comunidades indígenas dado que se refiere a los vinculados actualmente a la cadena forestal, de la cual no forman parte las comunidades indígenas por lo que no les sería aplicable. Además, aclaró que el trabajo de las cadenas productivas se sustenta en la producción forestal a partir de las plantaciones comerciales y no de los bosques naturales, donde se asientan estas comunidades.

De otra parte, el Ministerio subrayó que  la tutela no es un medio alternativo, ni adicional para alcanzar lo pretendido, toda vez que se trata de una acción de carácter subsidiario, por lo que en este caso al existir otro medio de defensa judicial se torna improcedente. Además, no se demostró un perjuicio irremediable que permita el amparo de los derechos invocados.

· El Secretario Privado del Senado de la República frente a los hechos que motivaron la acción indicó lo siguiente:

Al Congreso de la República le corresponde ejercer la función legislativa, por lo que no puede afirmarse que por su acción u omisión vulnere derechos fundamentales, puesto que está cumpliendo con un mandato constitucional. De todas formas, la iniciativa legislativa no ha nacido a la vida jurídica, por lo que tampoco puede predicarse vulneración alguna.

De otro lado, afirmó que los derechos que considera vulnerados la actora son colectivos por lo que su protección debe reclamarse a través de la acción popular, así que la tutela debe rechazarse por improcedente, más aún si se atacan actos de carácter general, impersonal y abstracto como los contenidos en el proyecto de ley.

Afirmó que el Congreso ha cumplido con los principios de participación ciudadana, ya que se han desarrollado varios foros para que los interesados en el tema expusieran sus opiniones, así que las conclusiones de tales audiencias están siendo estudiadas por los ponentes del proyecto a efectos de hacer las modificaciones que consideren convenientes.

Agregó que si la iniciativa es aprobada y se convierte en ley, la actora cuenta con otro medio de defensa judicial que es la acción pública de insconstitucionalidad ante la Corte Constitucional. 

Subrayó que a través de la acción de tutela no puede coartarse la iniciativa parlamentaria, ordenando la cesación de todo procedimiento y el archivo de un proyecto de ley, pues con ello se viola el artículo 150 de la Constitución Nacional, el cual consagra tal función en cabeza del Congreso.

· El apoderado del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial aseguró que no se ha vulnerado de forma alguna los derechos de los pueblos indígenas, pues no se han desconocido los derechos preferenciales de los que son titulares. 

Alegó que el gobierno realizó varias reuniones previas a la presentación del proyecto de ley que se presentó ante el Senado de la República, en las que participaron las comunidades indígenas.

Finalmente, solicitó negar el amparo por cuanto la acción de tutela no es el medio procedente para que prosperen las pretensiones de la actora, dado que el proyecto de ley no es aún ley de la República y en el caso de que sea aprobado procede la acción de inconstitucionalidad.

EL FALLO IMPUGNADO

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda- Subsección C mediante providencia de 4 de octubre de 2005 negó por improcedente el amparo solicitado al considerar que no se trata de la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales individuales, violados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades demandadas.

La actora alega la violación del bloque de constitucionalidad, integrado por preceptos de la Constitución Nacional y del Convenio de la OIT por la tramitación de los proyectos de ley, los cuales afectan los derechos de los pueblos indígenas. Así las cosas la tutela está dirigida contra tales proyectos que son de carácter general, impersonal y abstracto por lo que se torna improcedente.

La tutela no se creó para cambiar las iniciativas legislativas del gobierno o de los congresistas, ni el contenido, ni tramitación de los proyectos de ley, ni para disponer la cesación de su trámite, pues todo ello está dentro de la competencia privativa y excluyente del Congreso y del Gobierno Nacional, de conformidad con los artículos 150 y siguientes de la Constitución Nacional.

De otro lado, dentro del trámite de los proyectos de ley acusados existe la posibilidad de realizar consultas, oír y atender las pretensiones de los accionantes. Además, a la fecha de presentación de la solicitud de tutela no se han expedido actos lesivos de los derechos de la actora, quien, en todo caso puede instaurar la acción de inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional encargada de revisar y decidir sobre la validez, vigencia y aplicabilidad del contenido y los alcances de tales leyes.

LA IMPUGNACIÓN

La Asociación de Autoridades Tradicionales del Consejo Regional Indígena del Medio Amazonas en su condición de actora impugnó la decisión de primera instancia argumentando las mismas razones del escrito inicial para que se amparen sus derechos.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional reglamentada mediante el Decreto 2591 de 1991 que en el artículo 1° establece:" Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos  resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señala este decreto", la cual procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Pretende la Asociación de Autoridades Tradicionales del Consejo Regional Indígena del Medio Amazonas-CRIMA que se ampare el derecho fundamental a la consulta previa que consideran vulnerado por las accionadas al no consultarles con anterioridad los proyectos de ley radicados uno por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ante la Secretaría General del Senado de la República el 22 de junio de 2004, al cual se le asignó el número 25 y el otro por los Representantes a la Cámara ZULEMA JATTIN CORRALES y ARMANDO AMAYA ALVAREZ ante la misma Secretaría el 18 de agosto de 2004 con el número 80. Ambos tratan sobre normas forestales que de ser aprobadas serán aplicadas  sobre los territorios habitados por las comunidades indígenas quienes ocupan un alto porcentaje de las zonas boscosas del país, por lo que estiman que tales disposiciones los afectan.

En primer lugar, deberá la Sala referirse al derecho a la consulta previa de las comunidades indígenas, el cual está consagrado en el convenio  No. 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo-OIT, ratificado por la Ley 21 de 1991, el cual trata sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes y en su artículo 6 establece:

Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.” (Subraya la Sala)

Así mismo, la Constitución Nacional en sus artículos 7, 70, 72, 329 y 330 imprime un especial respeto a la diversidad étnica y cultural de los pueblos indígenas del país colombiano y concretamente el parágrafo  del artículo 330 señala que la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe realizarse sin afectar la integridad cultural, social y económica de dichas comunidades y para tomar decisiones al respecto, debe promoverse por parte del Gobierno la participación de los representantes de las mismas.
El Estado colombiano, teniendo en cuenta la normatividad existente, tiene el deber de garantizar la conservación de las costumbres, creencias e instituciones propias de los indígenas quienes por tratarse de un grupo minoritario con identidad cultural diferente merece especial protección y una de las formas para lograr tal fin es consultarles previamente cualquier decisión que tomen las autoridades nacionales, departamentales o municipales respecto de la cual puedan verse comprometidos sus intereses.
La Corte Constitucional en su variada jurisprudencia
 ha considerado como fundamental el derecho a la participación de las comunidades indígenas que se concreta en la consulta previa, fundamental también, pues es el medio para lograr la preservación de su integridad étnica, social, cultural y económica. Así que corresponde a la Sala hacer un estudio frente a ese derecho para determinar si en efecto se vulneró al no iniciarse el proceso de consulta antes de que se radicaran los proyectos de ley Nos. 25 y 80 de 2004, por los cuales se adopta la Ley General Forestal.

Advierte la Sala que los proyectos de ley presentados han sido discutidos tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes sin que hasta el momento culmine su trámite para su consecuente aprobación. El proyecto de ley por medio del cual se expide la Ley General Forestal, según se observa de la Gaceta No. 353 de 13 de junio de 2005 (fl. 296-300), consta de cinco títulos, así Título I “DISPOSICIONES GENERALES”, Título II “BOSQUES NATURALES Y PLANTACIONES FORESTALES”, Título III “FINANCIACION, ESTIMULOS, INCENTIVOS, EXENCIONES Y GARANTÍAS”, Título IV “OTRAS DISPOSICIONES”  y Título V “DISPOSICIONES FINALES” cada uno con sus correspondientes capítulos para un total de 58 artículos. El proyecto se refiere a las comunidades indígenas en los siguientes términos:

“Artículo 2º. Principios y normas generales. En el desarrollo de los objetivos y estrategias de la política forestal, el Régimen Forestal Nacional se rige por los siguientes principios y normas generales: (...)
10. El Estado garantiza el derecho de las comunidades indígenas y afrocolombianas a la libre toma de decisiones, dentro del marco de la Constitución y la ley, respecto de las actividades forestales de carácter sostenible que desearen emprender en sus territorios, conforme a la Ley 21 de 1991, la Ley 70 de 1993, y demás normas complementarias.

(...)

Artículo 17. Clases de derechos de aprovechamiento. Las formas de adquirir el derecho de aprovechamiento forestal en bosques naturales son las siguientes:

Autorización: El aprovechamiento forestal de bosques naturales de propiedad privada o co munal está condicionado a previa autorización al propietario del terreno, constituida por el acto administrativo que la otorga, conforme al reglamento y las normas subsidiarias de la materia. Tratándose de bosques de comunidades indígenas, afrocolombianas y campesinas, podrán celebrarse voluntariamente contratos con cláusula de mutuo acuerdo de sujeción a la autoridad del estado, a la presente ley y demás normas vigentes.

(...)

Artículo 20. Aprovechamientos forestales por comunidades étnicas. Es derecho exclusivo de las comunidades afrocolombianas e indígenas el aprovechamiento de los recursos forestales de sus territorios, en observancia de las normas legales tutelares de la conservación y el aprovechamiento forestal sostenible.

En cualquier caso dicho aprovechamiento deberá surtir el trámite de consulta previa con las comunidades involucradas.
Parágrafo 1º. Como herramienta para promover su desarrollo y activar las economías locales, es potestativo de dichas comunidades celebrar con personas naturales o jurídicas contratos con cláusula de mutuo acuerdo de sujeción a la autoridad del Estado, a la presente ley y demás normas vigentes. Dichos contratos deberán establecer claramente la forma de participación comunitaria en el proceso productivo y/o los beneficios. El reglamento establecerá las modalidades de vinculación contractual, de perfeccionamiento de los contratos y de mediación de la autoridad del Estado con el fin de asegurar a las partes contratantes el debido cumplimiento de las prestaciones libremente convenidas.
Parágrafo 2º. Para los efectos del aprovechamiento, manejo, uso de los bosques y de la biodiversidad en territorios colectivos de las comunidades afrocolombianas, previa consulta con los consejos comunitarios de las comunidades afrocolombianas, el Gobierno Nacional reglamentará en un término de doce (12) meses lo dispuesto por la Ley 70 de 1993, en especial lo contenido en los Capítulos IV y VII.
(...)

Artículo 25. Dominio. Son de propiedad de la Nación las plantaciones forestales ubicadas en baldíos y demás terrenos de dominio público, establecidas por las entidades públicas o por los particulares en cumplimiento de las obligaciones de reposición, restitución o compensación del recurso.
Parágrafo 1º. Tratándose de tierras de las comunidades negras, sin perjuicio de su carácter inalienable, inembargable e imprescriptible, y conforme al artículo 5º de la Ley 70 de 1993 y lo que determine el reglamento, son de propiedad de los asignatarios de las zonas delimitadas y asignadas por los Consejos Comunitarios, las plantaciones que ellos implanten y cultiven en dichas zonas; de propiedad colectiva de la comunidad las que se realicen en zonas no asignadas; y de propiedad de los arrendatarios las establecidas en tierras arrendadas para esos fines a particulares mediante contratos con cláusula de mutuo acuerdo de sujeción a la autoridad del Estado, conforme a reglamento.

Parágrafo 2º. Con las adecuaciones que sean necesarias, y que serán determinadas por el reglamento en estricta observancia de las leyes de la materia, lo dispuesto en el parágrafo anterior rige para las tierras de las comunidades campesinas y de los resguardos indígenas.” (Negrilla fuera de texto).

Considera la Sala de lo anterior y de la lectura de la totalidad del proyecto de ley que existen aspectos trascendentales que involucran los intereses de las comunidades indígenas, por lo que a ellas como posibles afectadas debió consultárseles tales puntos para tener la posibilidad de participar en la discusión y desarrollo del articulado de los proyectos de ley, así como en la forma como cada uno se ejecutaría. 

Con el proceso de consulta se les permite a los representantes de cada una de las asociaciones indígenas que estudien previamente las ventajas y desventajas que su aprobación implicará frente a sus derechos y una vez establecidas poder exponerlas a los ponentes del proyecto, así como las dudas y preguntas que surjan, en aras de  defender sus intereses.
Al respecto, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, manifiesta que el artículo 20 del proyecto prevé la consulta previa para el aprovechamiento de los recursos forestales y continúa:

“Así las cosas, están debidamente protegidos y garantizados los derechos de las comunidades indígenas en relación con el aprovechamiento forestal de dichas comunidades, puesto que para hacer cualquier aprovechamiento de esos recursos en los resguardos se requiere la consulta previa de los afectados, según lo establecido en la Ley 21 de 1991 y demás normas que reglamenten, modifiquen o adicionen.

“En ese sentido, se reconoce la autonomía y libertad de la que gozan las comunidades indígenas en virtud de los principios constitucionales que garantizan su identidad cultural, para la libre toma de decisiones frente a las actividades forestales que se emprenden en sus territorios. Esto, a través no sólo de la consulta previa para la reglamentación de los artículos que puedan impactar en forma directa e indirecta sus comunidades, sino que garantiza la reglamentación de los capítulos IV y VII de la Ley 70 de 1993 y su correspondiente concepto en la Ley 21 de 1991.

“De otra parte, el Gobierno conciente de la importancia y la trascendencia que tiene el Proyecto de ley, para los diferentes sectores de la sociedad vinculados al sector forestal y de la visión ley, en estudio, para los diferentes sectores de la sociedad vinculados al sector forestal y de la visión de las comunidades indígenas respecto a los bosques y su integridad a las costumbres de esas poblaciones, ha realizado un amplio proceso de divulgación, concertación y debate a nivel nacional y regional en diversos escenarios, convocados tanto por el Gobierno Nacional, como por el Congreso de la República y la Sociedad Civil.
Producto de este trabajo de divulgación y concertación, en el Proyecto de Ley 264 de 2004, ha sido enriquecido con los diferentes aportes realizados por los asistentes a los diferentes foros y reuniones, como se evidencia en el texto del Proyecto aprobado por la Comisión V de la Cámara de Representantes, en concordancia con lo anterior, en el debate en la plenaria de la Cámara se tiene previsto presentar una serie de propuestas modificatorias al texto del mencionado Proyecto que recogen un número importante de las observaciones realizadas por las comunidades indígenas...” (fls. 192 a 194)  

De lo expuesto, es claro para la Sala que actualmente se tramita un proyecto de ley, en el que se deben respetar las reglas del trámite legislativo, dentro del cual existen los debates que deben dejar claro los aspectos debatidos que sean parte de la aceptación o inconformidad que manifiestan los representantes del pueblo (senadores y representantes). Los defectos que llegue a tener dicho trámite, tiene su propio control, el cual se ejerce con las objeciones presidenciales (arts. 165 a 167 de la C.P.) o con el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad (art. 242 de la C.P.) por parte de cualquier ciudadano para que la Corte Constitucional revise su constitucionalidad. Por lo demás dicho proyecto no ha sido aprobado. 

Así las cosas, existen otros medios de defensa judicial lo que hace improcedente la acción instaurada de conformidad con el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. 

Por  las razones expuestas, se revocará el fallo impugnado y en su lugar, se rechazará por improcedente la acción de tutela instaurada. 

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, por medio de la Sección Cuarta de su Sala de lo Contencioso, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A:

REVÓCASE EL FALLO IMPUGNADO.  EN SU LUGAR, 

RECHÁZASE POR IMPROCEDENTE LA ACCIÓN DE TUTELA INSTAURADA POR EL CONSEJO REGIONAL INDÍGENA DEL MEDIO AMAZONAS.

Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

La anterior providencia fue considerada y aprobada en la sesión de la fecha.

JUAN ÁNGEL PALACIO HINCAPIÉ

             LIGIA LÓPEZ DÍAZ

                  Presidente

      

MARÍA INÉS ORTIZ BARBOSA                          HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ

MERCEDES TOVAR DE HERRAN

Secretaria 

� Sentencia SU-039/97 de 3 de noviembre de 1997, M.P. Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL. Sentencia SU-383/03 de 13 de mayo de 2003, M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS. Sentencia.





